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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a doce de agosto de dos mil veintiséis.

VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 04310/INFOEM/IP/RR/2026, interpuesto por XXXXXXX, en lo sucesivo el Recurrente, en contra de la respuesta del Ayuntamiento de Apaxco, en lo subsecuente el Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.

A N T E C E D E N T E S

PRIMERO. De la solicitud de información.
En fecha seis de abril de dos mil veintiséis, la parte Recurrente, presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), ante el Sujeto Obligado, la solicitud de acceso a la información pública, a la que se le asignó el número de expediente 00052/APAXCO/IP/2026, mediante la cual solicitó lo siguiente:

“Solicito la entrega de los instrumentos y resultados de evaluación interna de la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Sistema Municipal DIF de Apaxco durante 2025 y 2026. Se deberá incluir: Indicadores utilizados Informes de evaluación Resultados obtenidos Se requiere la información en el formato en que obre en archivos institucionales.” (Sic).


MODALIDAD DE ENTREGA: A través del SAIMEX.

SEGUNDO. De la respuesta del Sujeto Obligado. 
De las constancias que obran en el sistema SAIMEX, se advierte que en fecha veintidós de abril de dos mil veintiséis, el Sujeto Obligado emitió la respuesta en los siguientes términos:

“Folio de la solicitud: 00052/APAXCO/IP/2026

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 163 párrafo primero, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se le notifica como respuesta el oficio identificado con el número SMDIF/DIR/0269/2026, de fecha catorce de abril de dos mil veintiséis, suscrito por la Directora de Sistema Municipal DIF de Apaxco, el cual contiene anexo el Proyecto de Cambio de Modalidad; de igual manera, se anexa el Acta de la Tercera Sesión Extraordinaria del Comité de Transparencia, a través de la cual es aprobado el Proyecto de Cambio de Modalidad presentado por la Directora del Sistema Municipal DIF de Apaxco; mismos que, contienen la respuesta otorgada a su solicitud de mérito. Finalmente, ponemos a su disposición el número telefónico 599 99 8 27 00 y el correo electrónico coordinaciontransparencia@apaxco.gob.mx para atender cualquier duda o aclaración sobre la respuesta proporcionada, o bien, si requiere información adicional.

ATENTAMENTE
LIC RAYMUNDO SIERRA ESCAMILLA” (Sic).

El Sujeto Obligado, adjuntó a su respuesta, los archivos electrónicos denominados “Solicitud 52.pdf” y “acta dif.pdf”; mismos que no se insertan por ser del conocimiento de las partes; sin embargo, serán motivo de estudio en el Considerando respectivo.

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta por parte del Sujeto Obligado, el ahora Recurrente interpuso el presente recurso de revisión en fecha veintidós de abril de dos mil veintiséis, el cual fue registrado en el sistema electrónico con el expediente número 04310/INFOEM/IP/RR/2026, en el cual aduce, las siguientes manifestaciones:

a) Acto Impugnado: Acto impugnado Se impugna la respuesta emitida por el Sistema Municipal DIF de Apaxco, a través de su Dirección, Unidad de Transparencia y Comité de Transparencia, recaída a la solicitud de acceso a la información, así como el acta y acuerdo mediante los cuales se aprobó el cambio de modalidad de entrega de la información solicitada. El acto impugnado consiste en la emisión de una respuesta y acuerdos que, en los hechos, restringen y obstaculizan el acceso efectivo a la información pública solicitada, mediante una serie de actuaciones consistentes en: La omisión de entregar la información solicitada en la modalidad digital requerida, pese a no haberse declarado formalmente la inexistencia de la información ni su clasificación total como reservada o confidencial. La determinación unilateral de modificar la modalidad de entrega a consulta directa presencial, condicionando el acceso a la presencia física del solicitante en las instalaciones del Sistema Municipal DIF de Apaxco. La utilización de argumentos genéricos y reiterativos relacionados con carga de trabajo, volumen de información, falta de personal, limitaciones de equipo tecnológico y escasez de recursos, sin acreditar de manera específica, objetiva y fundada la imposibilidad material real de reproducir y entregar la información en formato digital. La emisión de respuestas prácticamente idénticas para solicitudes distintas, evidenciando la utilización de formatos genéricos o “machotes”, sin un análisis individualizado respecto de la naturaleza, complejidad y características particulares de cada solicitud de información. La invocación del artículo 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y correlativos de la legislación estatal, sin demostrar que la atención de las solicitudes implique un análisis, estudio o procesamiento extraordinario que efectivamente rebase las capacidades técnicas y humanas del sujeto obligado. La contradicción consistente en reconocer expresamente que la información solicitada existe, que puede localizarse, revisarse, organizarse y ponerse a disposición mediante consulta directa, e incluso que debe excluirse aquella información clasificada o confidencial mediante la elaboración de versiones públicas, mientras simultáneamente se sostiene que no resulta posible su reproducción o entrega digital. La imposición de una modalidad presencial que restringe el acceso efectivo a la información solicitada, dificulta su análisis integral y traslada cargas materiales y operativas al solicitante, limitando indebidamente el ejercicio del derecho de acceso a la información pública. En conjunto, dichas actuaciones configuran una respuesta incompleta, incongruente y restrictiva, que vulnera el derecho de acceso a la información pública y constituye una negativa de acceso encubierta.” (Sic).

b) Razones o Motivos de Inconformidad: “AGRAVIO: USO DE RESPUESTAS GENÉRICAS Y FALTA DE ANÁLISIS INDIVIDUALIZADO La respuesta emitida por el sujeto obligado evidencia el uso de formatos genéricos o “machotes” prácticamente idénticos para solicitudes distintas, sin realizar un análisis individualizado respecto de la naturaleza, alcance y características específicas de cada solicitud de información. Lo anterior vulnera el principio de exhaustividad y congruencia, ya que el sujeto obligado omite justificar de manera específica por qué cada solicitud, en lo particular, supuestamente rebasa sus capacidades técnicas o humanas. Las respuestas se limitan a reproducir argumentos genéricos sobre: volumen considerable de información, carga de trabajo, falta de personal, limitaciones de equipo tecnológico, sin acreditar de manera concreta: cuántos documentos integran la información solicitada, cuánto tiempo requeriría su procesamiento, por qué resulta imposible su digitalización, ni por qué la modalidad digital resulta inviable. Por lo tanto, la motivación utilizada por el sujeto obligado resulta deficiente, genérica e insuficiente. AGRAVIO: RECONOCIMIENTO EXPRESO DE EXISTENCIA Y POSIBILIDAD DE ACCESO El propio sujeto obligado reconoce expresamente que la información solicitada existe y que puede ponerse a disposición del solicitante mediante consulta directa. Asi mismo, reconoce que deberá excluir información clasificada o confidencial, lo que implica necesariamente: localización de documentos, revisión documental, elaboración de versiones públicas, y organización de la información. En consecuencia, resulta contradictorio sostener simultáneamente que: la información sí puede revisarse presencialmente, sí puede procesarse para excluir información clasificada, pero no puede reproducirse o entregarse digitalmente. Dicha contradicción evidencia que no existe imposibilidad material real para la entrega de la información, sino únicamente una decisión administrativa orientada a restringir la modalidad solicitada. AGRAVIO: LA CONSULTA DIRECTA NO GARANTIZA EL ACCESO EFECTIVO A LA INFORMACIÓN La imposición de consulta directa como única modalidad de acceso restringe el ejercicio efectivo del derecho de acceso a la información, al trasladar cargas materiales y operativas al solicitante. La consulta presencial: dificulta el análisis integral de la información, limita su aprovechamiento, restringe la posibilidad de revisión detallada, y puede generar un efecto inhibitorio para el ejercicio del derecho de acceso a la información pública. Particularmente, tratándose de solicitudes relacionadas con documentación institucional y actuación administrativa, la modalidad presencial reduce significativamente las condiciones de accesibilidad y facilita escenarios de restricción indirecta al derecho de acceso. Por ello, la modalidad digital solicitada no constituye una preferencia arbitraria, sino una condición necesaria para garantizar un acceso efectivo, completo y no restrictivo a la información pública. AGRAVIO: LA CARGA ADMINISTRATIVA NO CONSTITUYE AFECTACIÓN OPERATIVA SUFICIENTE PARA RESTRINGIR DERECHOS FUNDAMENTALES El sujeto obligado sostiene que la atención de la solicitud representa una “afectación operativa” derivada del volumen de información, limitaciones de personal y escasez de recursos. Sin embargo, tales circunstancias corresponden exclusivamente a aspectos internos de organización administrativa y no constituyen una causal suficiente para restringir o disminuir el alcance de un derecho fundamental reconocido constitucionalmente. Aceptar dicho argumento implicaría permitir que las deficiencias estructurales del sujeto obligado se traduzcan en limitaciones al ejercicio del derecho de acceso a la información, lo cual resulta incompatible con el principio de máxima publicidad previsto en el artículo 6° constitucional. Las cargas administrativas internas son responsabilidad exclusiva del sujeto obligado y no pueden trasladarse al solicitante ni utilizarse como mecanismo para justificar respuestas incompletas, cambios arbitrarios de modalidad o restricciones indebidas al acceso a la información pública.” (Sic)

De manera complementaria, la parte Recurrente anexo a su medio de impugnación el documento electrónico denominado “Justificacion de Recurso de revisión - SMDIF APAXCO.pdf”, cuyo contenido corresponde a los agravios descritos como acto impugnado y razones o motivos de inconformidad antes referidos.


CUARTO. Del turno del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico, en términos del arábigo 185, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha veintinueve de abril de dos mil veintiséis, determinándose en él, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de manifestaciones y/o alegatos.
Así, una vez abierta la etapa de instrucción, en el sumario se observa que El Sujeto Obligado rindió su informe justificado en fecha seis de mayo de dos mil veintiséis, mediante el archivo electrónico denominado “52.pdf”, mismo que se puso a la vista del Recurrente el día dieciséis de julio de dos mil veintiséis  para que en el término de tres días realizara sus manifestaciones respecto de dicho informe, se hace constar que el Recurrente fue omiso en presentar sus manifestaciones respecto al informe justificado remitido por el Sujeto Obligado. Finalmente se advierte de las constancias que integran el presente expediente, que no existe prueba alguna que deba desahogarse.

SEXTO. Del cierre de instrucción.	
Así, una vez transcurrido el término legal, permitió decretarse el cierre de instrucción en fecha seis de agosto del año en curso, en términos del artículo 185, Fracción VI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.

SÉPTIMO. De la ampliación de plazo para resolver.
En fecha dieciséis de julio de dos mil veintiséis, se amplió el término para resolver el recurso de revisión en términos del artículo 181, párrafo tercero, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios por un plazo de quince días hábiles.


C O N S I D E R A N D O 

PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5o párrafos trigésimo tercero, trigésimo noveno, cuadragésimo y cuadragésimo primero, fracción VIII de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. De los alcances del Recurso de Revisión. 
Anterior a todo debe destacarse que el recurso de revisión tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente y será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

Ya que no fue interpuesto de forma extemporánea, no se está tramitando ante el Poder Judicial Federal, no es una consulta, o trámite en específico, ni tampoco se advierte que el recurrente amplíe su solicitud en el recurso de revisión, por lo que al no existir causas de improcedencia invocadas por las partes ni advertidas de oficio, este Órgano Garante de la Transparencia se avoca al análisis del fondo del asunto que nos ocupa.

Resulta procedente la interposición del recurso de revisión, ya que se actualiza la causal de procedencia señalada en el artículo 179, fracción IV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Así las cosas, al no existir causas de improcedencia invocadas por las partes ni advertidas de oficio por este Resolutor, se procede al análisis del fondo de los asuntos en los siguientes términos.

TERCERO. Cuestiones de previo y especial pronunciamiento.
El recurso de revisión en estudio contiene los elementos normativos de validez exigidos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, establecidos en el artículo 180 que enuncia:

Artículo 180. El recurso de revisión contendrá:

I. El sujeto obligado ante la cual se presentó la solicitud;
II. El nombre del solicitante que recurre o de su representante y, en su caso, del tercero interesado, así como la dirección o medio que señale para recibir notificaciones;
III. El número de folio de respuesta de la solicitud de acceso;
IV. La fecha en que fue notificada la respuesta al solicitante o tuvo conocimiento del acto reclamado, o de presentación de la solicitud, en caso de falta de respuesta;
V. El acto que se recurre;
VI. Las razones o motivos de inconformidad;
VII. La copia de la respuesta que se impugna y, en su caso, de la notificación correspondiente, en el caso de respuesta de la solicitud; y
VIII. Firma del recurrente, en su caso, cuando se presente por escrito, requisito sin el cual se dará trámite al recurso.

Adicionalmente, se podrán anexar las pruebas y demás elementos que considere procedentes someter a juicio del Instituto.

En ningún caso será necesario que el particular ratifique el recurso de revisión interpuesto.

En caso de que el recurso se interponga de manera electrónica no será indispensable que contengan los requisitos establecidos en las fracciones II, IV, VII y VIII.

Cabe señalar que el hoy Recurrente en ejercicio de su derecho de acceso a la información pública, no proporcionó nombre o seudónimo para ser identificado; por lo que no tiene certeza sobre su identidad; no obstante, proporcionar el nombre incompleto, seudónimo o realizar la solicitud de manera anónima, no es motivo para desechar las solicitudes de acceso a la información pública conforme a lo previsto en el artículo 155, penúltimo párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que señala lo siguiente:

Artículo 155. […]

Las solicitudes anónimas, con nombre incompleto o seudónimo serán procedentes para su trámite por parte del sujeto obligado ante quien se presente. No podrá requerirse información adicional con motivo del nombre proporcionado por el solicitante.

Robusteciendo lo anterior se encuentra lo dispuesto en los artículos 6, Apartado A, fracciones III y IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 5 párrafos vigésimo, vigésimo primero y vigésimo segundo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, se establece lo siguiente:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
Artículo 6.- La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado.
[…]
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente: 

A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:
[…]
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos. 
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información pública y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante las instancias competentes en los términos que fija esta Constitución y las leyes.

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México
Artículo 5.- En el Estado de México todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados internacionales en los que el Estado mexicano sea parte, en esta Constitución y en las leyes que de ésta emanen, por lo que gozarán de las garantías para su protección, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse salvo en los casos y bajo las condiciones que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece.
[…]
Toda persona en el Estado de México, tiene derecho al libre acceso a la información plural y oportuna, así como a buscar recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.
[…]
El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho. 

Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso. 

Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:
[…]
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos;
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante el organismo autónomo especializado e imparcial que establece esta Constitución.
[…]
VIII. El Estado contará con un organismo autónomo, especializado, imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica y de gestión, con capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su organización interna, responsable de garantizar el cumplimiento del derecho de transparencia, acceso a la información pública y a la protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados en los términos que establezca la ley. 
[…]

Por otra parte, del contenido del artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se destaca lo siguiente:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

Por lo cual, de una interpretación sistemática, conforme y progresiva del derecho humano de acceso a la información pública se aprecia que toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, deberá tener acceso a la información pública, es decir, dicho derecho fundamental exime a quien lo ejerce, de acreditar su legitimación en la causa o su interés en el asunto, lo que permite la posibilidad de que, incluso, la solicitud de acceso a la información pueda ser anónima o no contener un nombre que identifique al solicitante o que permita tener certeza sobre su identidad.

En conclusión, se cubrieron los requisitos de procedencia y procedibilidad y conforme a las constancias que obran en el expediente.

CUARTO. De las causas de improcedencia.
El estudio de las causas de improcedencia que se hagan valer por las partes o que se advierta de oficio por este Resolutor debe ser objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto, ya que el estudio de los presupuestos procesales sobre el inicio o trámite de un proceso genera eficacia jurídica de las resoluciones, más aún que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia la cual impide su estudio y resolución cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseer el recurso de revisión sin estudiar el fondo del asunto; las circunstancias anteriores que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines[footnoteRef:1]. [1:  IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


Así las cosas, del análisis del expediente electrónico no se actualiza ninguna causa de improcedencia de las referidas en el artículo 191, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ni mucho menos se hizo valer causa de improcedencia alguna por las partes, que resulte dable abordar, encontrándose actualizados todos los presupuestos procesales para atender el fondo del asunto, en los términos del considerando posterior.

QUINTO. Estudio y resolución del asunto.
Ahora bien, se procede al análisis de los presentes recursos, así como al contenido íntegro de las actuaciones que obran en los expedientes electrónicos, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y apegándose en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8, de la Ley de Transparencia local.

En este sentido nuestro estudio versará en determinar si la información remitida mediante respuesta colma el derecho de acceso a la información solicitado por la parte Recurrente, para ello analizaremos lo solicitado y la información proporcionada.

REQUERIMIENTOS SOLICITADOS:
1. Instrumentos y resultados de evaluación interna de la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Sistema Municipal DIF de Apaxco durante los años 2025 y 2026 que incluya indicadores utilizados, informes de evaluación y resultados obtenidos.

Consecuentemente, el Sujeto Obligado en fecha veintidós de abril de dos mil veintiséis, emitió su respuesta a través de los archivos electrónicos de nombre y contenido siguiente: 

· “Solicitud 52.pdf”: Oficio número SMDIF/DIR/0269/2026, firmado por la Directora del Sistema Municipal DIF Apaxco, a través del cual solicita a los integrantes del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado, someter a sesión y, en su caso, aprobar el cambio de modalidad de entrega de la información a consulta directa, ello, derivado del análisis de la solicitud, al advertir que la misma implica un volumen considerable de información, cuya localización, integración, revisión y, en su caso, digitalización, requiere la consulta de diversos expedientes y archivos físicos y electrónicos, por lo que, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 43 segundo párrafo de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, por una sobrecarga de trabajo que tiene esa unidad administrativa y que solamente es una persona la que atiende las solicitudes de acceso a la información pública, además de que los insumos para laboral son limitados y hay pocos recursos, así como la cantidad de información solicitada, la entrega en la modalidad originalmente requerida representa una afectación operativa para esta unidad administrativa, con la finalidad de garantizar el derecho de acceso a la información pública.

Asimismo, refiere que la consulta directa de la información requerida salvo aquella que sea clasificada como confidencial o reservada, el mecanismo para asegurar el acceso del particular era que la misma acudiera de manera calendarizada a partir del día 30 de abril del presente año, en un horario de 9:00 a 17:00 horas, en las oficinas del Sistema Municipal DIF, ubicadas en calle Abasolo S/N, Apaxco, Estado de México; para que se lleve a cabo esta modalidad de entrega de la información.

· “acta dif.pdf”: Acta de la tercera sesión extraordinaria del Comité de Transparencia, de fecha veinte de abril de dos mil veintiséis, en lo medular se aprueba cambio de modalidad para dar atención a las solicitudes de información 00007/APAXCO/IP/2026 al folio 00059/APAXCO/IP/2026 y 00061/APAXCO/IP/2026. 

Por lo que, inconforme con la respuesta emitida por parte del Sujeto Obligado, el Recurrente interpuso el presente recurso de revisión, señalando como sus razones o motivos de la inconformidad, lo siguiente: 

“AGRAVIO: USO DE RESPUESTAS GENÉRICAS Y FALTA DE ANÁLISIS INDIVIDUALIZADO La respuesta emitida por el sujeto obligado evidencia el uso de formatos genéricos o “machotes” prácticamente idénticos para solicitudes distintas, sin realizar un análisis individualizado respecto de la naturaleza, alcance y características específicas de cada solicitud de información. Lo anterior vulnera el principio de exhaustividad y congruencia, ya que el sujeto obligado omite justificar de manera específica por qué cada solicitud, en lo particular, supuestamente rebasa sus capacidades técnicas o humanas. Las respuestas se limitan a reproducir argumentos genéricos sobre: volumen considerable de información, carga de trabajo, falta de personal, limitaciones de equipo tecnológico, sin acreditar de manera concreta: cuántos documentos integran la información solicitada, cuánto tiempo requeriría su procesamiento, por qué resulta imposible su digitalización, ni por qué la modalidad digital resulta inviable. Por lo tanto, la motivación utilizada por el sujeto obligado resulta deficiente, genérica e insuficiente. AGRAVIO: RECONOCIMIENTO EXPRESO DE EXISTENCIA Y POSIBILIDAD DE ACCESO El propio sujeto obligado reconoce expresamente que la información solicitada existe y que puede ponerse a disposición del solicitante mediante consulta directa. Asi mismo, reconoce que deberá excluir información clasificada o confidencial, lo que implica necesariamente: localización de documentos, revisión documental, elaboración de versiones públicas, y organización de la información. En consecuencia, resulta contradictorio sostener simultáneamente que: la información sí puede revisarse presencialmente, sí puede procesarse para excluir información clasificada, pero no puede reproducirse o entregarse digitalmente. Dicha contradicción evidencia que no existe imposibilidad material real para la entrega de la información, sino únicamente una decisión administrativa orientada a restringir la modalidad solicitada. AGRAVIO: LA CONSULTA DIRECTA NO GARANTIZA EL ACCESO EFECTIVO A LA INFORMACIÓN La imposición de consulta directa como única modalidad de acceso restringe el ejercicio efectivo del derecho de acceso a la información, al trasladar cargas materiales y operativas al solicitante. La consulta presencial: dificulta el análisis integral de la información, limita su aprovechamiento, restringe la posibilidad de revisión detallada, y puede generar un efecto inhibitorio para el ejercicio del derecho de acceso a la información pública. Particularmente, tratándose de solicitudes relacionadas con documentación institucional y actuación administrativa, la modalidad presencial reduce significativamente las condiciones de accesibilidad y facilita escenarios de restricción indirecta al derecho de acceso. Por ello, la modalidad digital solicitada no constituye una preferencia arbitraria, sino una condición necesaria para garantizar un acceso efectivo, completo y no restrictivo a la información pública. AGRAVIO: LA CARGA ADMINISTRATIVA NO CONSTITUYE AFECTACIÓN OPERATIVA SUFICIENTE PARA RESTRINGIR DERECHOS FUNDAMENTALES El sujeto obligado sostiene que la atención de la solicitud representa una “afectación operativa” derivada del volumen de información, limitaciones de personal y escasez de recursos. Sin embargo, tales circunstancias corresponden exclusivamente a aspectos internos de organización administrativa y no constituyen una causal suficiente para restringir o disminuir el alcance de un derecho fundamental reconocido constitucionalmente. Aceptar dicho argumento implicaría permitir que las deficiencias estructurales del sujeto obligado se traduzcan en limitaciones al ejercicio del derecho de acceso a la información, lo cual resulta incompatible con el principio de máxima publicidad previsto en el artículo 6° constitucional. Las cargas administrativas internas son responsabilidad exclusiva del sujeto obligado y no pueden trasladarse al solicitante ni utilizarse como mecanismo para justificar respuestas incompletas, cambios arbitrarios de modalidad o restricciones indebidas al acceso a la información pública." [Sic]. 

Por otra parte, el Sujeto Obligado rindió en el momento procesal oportuno su Informe Justificado, remitiendo el archivo electrónico denominado “	52.pdf”, a través del cual, mediante oficio número STP/UTyAIP/085/2026 signado por el Titular de la Unidad de Transparencia, dirigido al Comisionado Ponente, de fecha veintinueve de abril de dos mil veintiséis, ratifica el cambio de modalidad propuesto a la solicitud de información de mérito, solicitando además, se confirme la respuesta otorgada. 

Ante ello, es de señalar que el artículo 4, párrafo segundo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dispone:

“Artículo 4. … 
 Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.”

Del precepto legal invocado, se desprende, que la información generada, obtenida, adquirida, transmitida, administrada o en posesión de los Sujetos Obligados, será accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información.

Al respecto, cabe traer a cuenta lo previsto por el artículo 12, párrafo segundo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que la letra establece lo siguiente:


Artículo 12. … 
Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.

Además, y de conformidad con lo ya establecido anteriormente en el artículo 12, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, anteriormente invocado el Sujeto Obligado sólo proporcionará la información que obra en sus archivos, lo que a contrario sensu significa que no se está obligado a proporcionar lo que no obre en sus archivos.

Así también, se dispone que toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los Sujetos Obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, y que éstos sólo proporcionarán la información que generen en ejercicio de sus atribuciones, por lo que la obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante, por lo que los Sujetos Obligados no están constreñidos a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.

En este contexto, el Sujeto Obligado no está obligado a generar documento ad hoc para para satisfacer el derecho de acceso, situación que no está permitida dentro de la materia de acceso a la información. Como apoyo a lo anterior, es aplicable el Criterio 03-17, emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, que dice: 


“No existe obligación de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de acceso a la información. Los artículos 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 130, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre. Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información.


Resoluciones: 
 RRA 0050/16. Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación. 13 julio de 2016. Por unanimidad. Comisionado Ponente: Francisco Javier Acuña Llamas.
 RRA 0310/16. Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales. 10 de agosto de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente. Areli Cano Guadiana. 
 RRA 1889/16. Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 05 de octubre de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente. Ximena Puente de la Mora.”

Bajo estas líneas argumentativas, al retomar y delimitar los requerimientos del ahora Recurrente, de manera objetiva se precisa que se queja medularmente de la entrega en una modalidad distinta a la requerida por el solicitante de información, atento a ello, es necesario enfatizar que la Directora del Sistema Municipal DIF Apaxco informó que, la información requerida implica un volumen considerable de información, cuya localización, integración, revisión y, en su caso, digitalización, requiere la consulta de diversos expedientes físicos y electrónicos, por lo que solicita el cambio a modalidad in situ, toda vez que por una sobrecarga de trabajo, considerando que solamente es una persona la que atiende las solicitudes de acceso a la información pública y que los insumos para laboral son limitados la entrega en la modalidad originalmente requerida representa una afectación operativa para esa unidad administrativa, lo anterior en términos del artículo 158 de la multicitada Ley.

En ese orden de ideas, respecto a la procedencia del cambio de modalidad, el numeral 158 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, señala que cuando lo determine el Sujeto Obligado podrá solicitar el cambio de modalidad a consulta directa, en el supuesto de que la información se encuentre en su posesión y esta implique análisis, estudio o procesamiento de documentos y cuya entrega o reproducción sobrepase las capacidades técnicas, administrativas y humanas, para el cumplimiento de las obligaciones de transparencia, no siendo óbice mencionar que dicho cambio de modalidad de entrega deberá de estar debidamente fundado y motivado, en el cual se expliquen las razones o motivos del cambio, exceptuando la información clasificada, la cual se deberá de respaldar de igual manera por un acuerdo de clasificación.

Requisitos de motivación y fundamentación que no se encuentran cumplidos, atendiendo que, no precisó las circunstancias que ocasionan las imposibilidades humanas ni materiales, al ser omiso en informar la cantidad de servidores públicos encargados de la búsqueda de la información, los equipos informáticos con los que dispone (computadoras, escáneres y/o copiadoras). De igual manera, en lo que corresponde a las incapacidades técnicas, no precisa la cantidad ni la calidad en que serían digitalizados los documentos con los que se dará atención a la solicitud de información.

Por lo tanto, derivado de lo señalado en la interposición de los recursos de revisión la actuación del Sujeto Obligado constituye una afectación al derecho humano de acceso a la información pública del particular, toda vez que pretendió cambiar la modalidad de entrega de la información. 

Ante las reiteradas omisiones del Sujeto Obligado de tutelar el derecho de acceso a la información de la parte Recurrente, se acredita el incumplimiento a los artículos 158 y 164 de la Ley de Transparencia Local, los cuales establecen los supuestos de procedencia del cambio de modalidad, preceptos que se citan a continuación para pronta referencia:

“Artículo 158. De manera excepcional, cuando de forma fundada y motivada así lo determine el sujeto obligado, en aquellos casos en que la información solicitada que ya se encuentre en su posesión implique análisis, estudio o procesamiento de documentos cuya entrega o reproducción sobrepase las capacidades técnicas administrativas y humanas del sujeto obligado para cumplir con la solicitud, en los plazos establecidos para dichos efectos, se podrá poner a disposición del solicitante los documentos en consulta directa, salvo la información clasificada. 

En todo caso, se facilitará su copia simple o certificada, así como su reproducción por cualquier medio disponible en las instalaciones del sujeto obligado o que, en su caso, aporte el solicitante.

Artículo 164. El acceso se dará en la modalidad de entrega y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante. Cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad solicitada, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega.
En cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.

Artículo 166. La obligación de acceso a la información pública se tendrá por cumplida cuando el solicitante tenga a su disposición la información requerida, o cuando realice la consulta de la misma en el lugar en el que ésta se localice. 
La Unidad de Transparencia tendrá disponible la información solicitada, durante un plazo mínimo de sesenta días hábiles, contado a partir de que el solicitante hubiere realizado, en su caso, el pago respectivo, el cual deberá efectuarse en un plazo no mayor a treinta días hábiles. 
Transcurridos dichos plazos, si los solicitantes no acuden a recibir la información requerida los sujetos obligados darán por concluida la solicitud y procederán, de ser el caso, a la destrucción del material en el que se reprodujo la información. 
Cuando el sujeto obligado no entregue la respuesta a la solicitud dentro del plazo previsto en la Ley, la solicitud se entenderá negada y el solicitante podrá interponer el recurso de revisión previsto en este ordenamiento. 
Una vez entregada la información, el solicitante acusará recibo por escrito, dándose por terminado el trámite de acceso a la información.”

(Énfasis añadido)

Bajo este contexto, del pretendido cambio de modalidad por el Sujeto Obligado y en atención al lineamiento vigésimo sexto de los Lineamientos para la operación del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) y del Sistema de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición de Datos Personales del Estado de México (SARCOEM), se desprenden las siguientes consideraciones:

· Que NO fue señalado un parámetro de inicio y conclusión de plazo para hacer consulta de la información, el cual deberá de ser de un plazo mínimo de 60 días hábiles, en términos del numeral 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 

· Que previo a sustentar la consulta directa, NO fueron ofrecidas otras modalidades para consulta de la información, otorgando uso preferente y preponderantemente a medios electrónicos. 

· Que SÍ fue señalado de manera diligente el lugar (dirección) para realizar la consulta directa de la información.

· Que NO fue precisado el nombre del servidor público comisionado a efecto de brindar atención al particular. 

· Que El Sujeto Obligado argumentó cambio de modalidad al sobrepasar las capacidades técnicas, administrativas y humanas, al señalar que no cuenta con el personal ni el equipo tecnológico necesario para dar atención a la solicitud de información; sin embargo, no fue referido el peso de la información o incluso el número de fojas al cual asciende la misma. 
Así pues, este Organismo Garante advierte que, el Sujeto Obligado no acreditó una imposibilidad técnica, humana, ni material, aunado que no ofreció otras modalidades de entrega que favorezcan la gratuidad de la información.

De esta forma, se colige que el Sujeto Obligado pretendió realizar el cambio de modalidad, ya que como se ha dicho, el particular mencionó que la manera de entrega de la información sería a través del SAIMEX, en tal tesitura, la Ley de Transparencia en cita, busca privilegiar la entrega de la información solicitada en la modalidad requerida por el particular, En los casos en que esto no sea posible, El Sujeto Obligado podrá garantizar la entrega a través de cualquier otro medio, siempre y cuando funde y motive la razón para hacerlo. 

La necesidad de fundar y motivar es imperante en todos los actos que emite cualquier autoridad, es decir, todo acto que pronuncie en el ejercicio de sus atribuciones, debe expresar los fundamentos legales que le dieron origen y las razones por las que se deben aplicar al caso concreto.

Han sido vastos los estudios doctrinarios relativos a estos derechos fundamentales y al principio de legalidad en ellos contenidos; como ejemplo, el procesalista José Ovalle Fabela, en su obra “Garantías Constitucionales del Proceso”, refiere que “...la garantía de fundamentación impone a las autoridades el deber de precisar las disposiciones jurídicas que aplican a los hechos de que se trate y que sustenten su competencia, así como de manifestar los razonamientos que demuestren la aplicabilidad de dichas disposiciones, todo lo cual se debe traducir en una argumentación o juicio de derecho. Pero de igual manera, la garantía de motivación exige que las autoridades expongan los razonamientos con base en los cuales llegaron a la conclusión de que esos hechos son ciertos, normalmente a partir del análisis de las pruebas, lo cual se debe exteriorizar en una argumentación o juicio de hecho...”[footnoteRef:2] [2:  Tribunales Colegiados de Circuito. Novena Epoca. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo III, marzo de 1996. Pág 769. Consultado en http://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Documentos/Tesis/203/203143.pdf  el viernes 16 de junio de 2017.] 


Por su parte, el intérprete judicial del país ha establecido una jurisprudencia respecto a qué debe entenderse por fundamentación y motivación, en los siguientes términos:

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.
Amparo directo 194/88. Bufete Industrial Construcciones, S.A. de C.V. 28 de junio de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Álvarez.

Revisión fiscal 103/88. Instituto Mexicano del Seguro Social. 18 de octubre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. Secretario: Alejandro Esponda Rincón.

Amparo en revisión 333/88. Adilia Romero. 26 de octubre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. Secretario: Enrique Crispín Campos Ramírez.

Amparo en revisión 597/95. Emilio Maurer Bretón. 15 de noviembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goyzueta. Secretario: Gonzalo Carrera Molina.

Amparo directo 7/96. Pedro Vicente López Miro. 21 de febrero de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: María Eugenia Estela Martínez Cardiel. Secretario: Enrique Baigts Muñoz.

Así, en un acto de autoridad se cumple con la debida fundamentación cuando se cita el precepto legal aplicable al caso concreto y la debida motivación cuando se expresan las razones, motivos o circunstancias que tomó en cuenta la autoridad para adecuar el hecho a los fundamentos de derecho.

En consecuencia, la fundamentación y motivación implica que, en el acto de autoridad, además de contenerse los supuestos jurídicos aplicables se expliquen claramente por qué a través de la utilización de la norma se emitió el acto. De este modo, la persona que se sienta afectada pueda impugnar la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa.

De las consideraciones señaladas se advierte que El Sujeto Obligado, no justifica en ningún momento de forma fundada y motivada su cambio de modalidad de entrega de la información de vía SAIMEX a Consulta directa. 

Aunado a lo anterior, este Órgano Garante advierte que la información solicitada, corresponde a evaluaciones internas que constituyen obligaciones de transparencia común, misma que deberá de encontrarse publicada en medios electrónicos de manera oficiosa, por lo tanto, se encuentran debidamente digitalizados, en términos del artículo 92 fracción XLIV de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, cuyo contenido literal es el siguiente: 

“Artículo 24. Para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley, los sujetos obligados deberán cumplir con las siguientes obligaciones, según corresponda, de acuerdo a su naturaleza:
(…)

XII. Publicar y mantener actualizada la información relativa a las obligaciones generales de transparencia previstas en la presente Ley o determinadas así por el Instituto, y en general aquella que sea de interés público;

Artículo 92. Los sujetos obligados deberán poner a disposición del público de manera permanente y actualizada de forma sencilla, precisa y entendible, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan: 
(…)
XLIV. Todas las evaluaciones y encuestas que hagan los sujetos obligados a programas financiados con recursos públicos;
(…)” (Sic) 

Así la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios en el artículo 92 fracciones XIV y XLIV, señalan que la información requerida respecto de evaluaciones internas se trata de información que por su naturaleza es pública y que los sujetos obligados deben poner a disposición del público de manera permanente y por tanto deberán mantenerla actualizada, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social. 

Por consiguiente, en términos de los numerales 18 y 19 de la Ley de Transparencia local existe obligación de documentar actos de autoridad, así como una presunción de existencia de la información cuando se refiera a las atribuciones de los sujetos obligados, porciones normativas que disponen a la literalidad lo siguiente: 

“Artículo 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, considerando desde su origen la eventual publicidad y reutilización de la información que generen. 

Artículo 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados. 
En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven tal circunstancia. 
Si el sujeto obligado, en el ejercicio de sus atribuciones, debía generar, poseer o administrar la información, pero ésta no se encuentra, el Comité de transparencia deberá emitir un acuerdo de inexistencia, debidamente fundado y motivado, en el que detalle las razones del por qué no obra en sus archivos.” (Sic)

Es con base en las consideraciones de hecho y de derecho precisadas en líneas anteriores que, se tiene por acreditada la vulneración del derecho de acceso a la información de la parte Recurrente, por lo que, resulta procedente ordenar la entrega de información, debiendo observar lo relativo a la tutela de los datos de carácter sensible y/o confidencial, en términos de las Leyes en la materia.


DE LA VERSIÓN PÚBLICA.
En la elaboración de la versión pública se deberá considera lo dispuesto en los artículos 3 fracciones IX, XX, XXI y XLV, 91 y 132 fracciones II y III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que establecen lo siguiente:

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
(…)
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México; 
XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial;
XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos;
…
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso.
(…)

Artículo 91. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial.

Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.
(…)

De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares.

Por otro lado, los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por el Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, publicados en el Diario Oficial de la Federación el día quince de abril de dos mil dieciséis, tienen por objeto establecer los criterios con base en los cuales los sujetos obligados clasificarán como reservada o confidencial la información que posean, desclasificarán y generarán, en su caso, versiones públicas de expedientes o documentos que contengan partes o secciones clasificadas.

Entorno a lo que aquí nos interesa, los Lineamientos Quincuagésimo sexto, Quincuagésimo séptimo y Quincuagésimo octavo, establecen lo siguiente:

Quincuagésimo sexto. La versión pública del documento o expediente que contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, será elaborada por los sujetos obligados, previo pago de los costos de reproducción, a través de sus áreas y deberá ser aprobada por su Comité de Transparencia.

Quincuagésimo séptimo. Se considera, en principio, como información pública y no podrá omitirse de las versiones públicas la siguiente:
 
I. La relativa a las Obligaciones de Transparencia que contempla el Título V de la Ley General y las demás disposiciones legales aplicables; 
II. El nombre de los servidores públicos en los documentos, y sus firmas autógrafas, cuando sean utilizados en el ejercicio de las facultades conferidas para el desempeño del servicio público, y 
III. La información que documente decisiones y los actos de autoridad concluidos de los sujetos obligados, así como el ejercicio de las facultades o actividades de los servidores públicos, de manera que se pueda valorar el desempeño de los mismos. 

Lo anterior, siempre y cuando no se acredite alguna causal de clasificación, prevista en las leyes o en los tratados internacionales suscritos por el Estado mexicano. 

Quincuagésimo octavo. Los sujetos obligados garantizarán que los sistemas o medios empleados para eliminar la información en las versiones públicas no permitan la recuperación o visualización de la misma.

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia que la sustente el cual debe estar debidamente fundado y motivado, en el que se expongan los fundamentos y razonamientos que llevaron al Sujeto Obligado a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que no hacerlo, se reitera que lo entregado no tendría un sustento jurídico ni resultaría ser una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; ya que el no justificar las causas o motivos por las que no se aprecian determinados datos -ya sea porque se testan o suprimen- deja a la solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva.

Por lo que respecta al Acuerdo del Comité de Transparencia que sustente la versión pública de la documentación a entregar, deberá ser notificado mediante el SAIMEX.

En ese tenor y de acuerdo a la interpretación en el orden administrativo que le da la Ley de la materia a este Instituto específicamente, en términos de su artículo 36, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, a efecto de salvaguardar el derecho de acceso a la información pública consignado a favor del Recurrente.

Finalmente, y en mérito de lo expuesto en líneas anteriores, resultan parcialmente fundados los motivos de inconformidad vertidos por la parte Recurrente, por ello con fundamento en la primera hipótesis del artículo 186, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se REVOCA la respuesta a la solicitud de información 00052/APAXCO/IP/2026, que ha sido materia del presente fallo.

Por lo antes expuesto y fundado.

SE    RESUELVE

PRIMERO. Se REVOCA la respuesta entregada por el Sujeto Obligado a la solicitud de información número 00052/APAXCO/IP/2026, por resultar parcialmente fundados los motivos de inconformidad vertidos por el Recurrente, en términos del Considerando QUINTO de esta resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al Sujeto Obligado haga entrega al Recurrente, en términos del Considerando QUINTO de esta resolución, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), en versión pública de ser procedente, de los documentos en donde conste lo siguiente:

1) Instrumentos y resultados de evaluación interna de la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Sistema Municipal DIF de Apaxco que incluyan indicadores utilizados, informes de evaluación y resultados obtenidos del 01 de enero de 2025 al 06 de abril de 2026.

Como sustento de la versión pública que se ordena su entrega, se deberá entregar el Acuerdo del Comité de Transparencia correspondiente, en términos del artículo 49, fracción VIII y 132 fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen dentro del soporte documental respectivo y se ponga a disposición de la parte Recurrente.

TERCERO. NOTIFÍQUESE la presente resolución a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. NOTIFÍQUESE al Recurrente la presente resolución a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), y hágase de su conocimiento que en caso de considerar que le causa algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA, EN LA VIGÉSIMA OCTAVA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL DOCE DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.--------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- ------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
JMV/CCR/EJDG
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